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SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Cuarta)

de 11 de junio de 2026 (*)

« Procedimiento prejudicial — Estado de Derecho — Independencia de los jueces — Artículo
267 TFUE — Obligación de remisión prejudicial de los órganos jurisdiccionales nacionales
que resuelven en última instancia — Responsabilidad individual de los jueces — Fiscalidad
— Régimen general de los impuestos especiales — Directiva 2008/118/CE — Artículo 16,
apartado 1 — Depósito fiscal — Apertura y explotación — Autorización — Requisitos —

Fijación por la normativa nacional — Distinción en función de la capacidad de
almacenamiento de los depósitos — Criterio relativo a la existencia de “necesidades reales

operativas y de aprovisionamiento de la instalación” para todos los depósitos — Criterio
adicional relativo al suministro de una cantidad mínima de productos durante un período de

referencia o a la dependencia de otro depósito fiscal para los depósitos de pequeña
capacidad — Justificación — Principio de proporcionalidad »

En el asunto C‑386/24,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo
267 TFUE, por el Consiglio di Stato (Consejo de Estado, Italia), mediante resolución de 29 de
mayo de 2024, recibida en el Tribunal de Justicia el 30 de mayo de 2024, en el procedimiento
entre

Centro Petroli Roma Srl

y

Agenzia delle Dogane e dei Monopoli,

con intervención de:

IP Industrial SpA,

Eni SpA,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Cuarta),

integrado por el Sr. I. Jarukaitis (Ponente), Presidente de Sala, el Sr. K. Lenaerts, Presidente
del Tribunal de Justicia, en funciones de Juez de la Sala Cuarta, y los Sres. M. Condinanzi,
N. Jääskinen y la Sra. R. Frendo, Jueces;

Abogado General: Sr. N. Emiliou;

https://infocuria.curia.europa.eu/tabs/document/C/2024/C-0386-24-00000000RP-01-P-01/ARRET/322090-ES-1-html#Footnote*


Secretario: Sr. G. Chiapponi, administrador;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 10 de julio de
2025;

consideradas las observaciones presentadas:

–                en nombre de Centro Petroli Roma Srl, por los Sres.  G.  Corso, G.  Pesce y
F. Tedeschini, avvocati;

–                en nombre del Gobierno italiano, por el Sr.  S.  Fiorentino y la Sra.  G.  Palmieri, en
calidad de agentes, asistidos por los Sres. A.  Elefante y F.  Meloncelli, avvocati dello
Stato;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. M. Björkland, G. Meeßen, P. Rossi y
la Sra. C. Zois, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 9 de
octubre de 2025;

dicta la siguiente

Sentencia

1                La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación de los artículos
101 TFUE a 106 TFUE, de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior (DO 2006, L 376,
p. 36, en lo sucesivo, «Directiva de servicios»), y de la Directiva 2008/118/CE del Consejo, de
16 de diciembre de 2008, relativa al régimen general de los impuestos especiales, y por la
que se deroga la Directiva 92/12/CEE (DO 2009, L 9, p. 12), en su versión modificada por la
Directiva (UE) 2019/475 del Consejo, de 18 de febrero de 2019 (DO 2019, L 83, p. 42) (en lo
sucesivo, «Directiva 2008/118»).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre Centro Petroli Roma Srl,
sociedad italiana, y la Agenzia delle Dogane e dei Monopoli (Agencia de Aduanas y
Monopolios, Italia; en lo sucesivo, «ADM»), en relación con la decisión por la que esta
suspendió la autorización concedida a dicha sociedad para la explotación de un depósito
comercial en régimen de depósito fiscal.

 Marco jurídico

 Derecho de la Unión

 Directiva de servicios

3        El considerando 29 de la Directiva de servicios enuncia:



«Dado que en el Tratado se prevén bases jurídicas específicas en materia fiscal y dados los
instrumentos comunitarios ya adoptados en esta materia, procede excluir la fiscalidad del
ámbito de aplicación de la presente Directiva.»

4        El artículo 2, apartado 3, de esta Directiva prevé:

«La presente Directiva no se aplicará a la fiscalidad.»

5        El artículo 9, apartado 1, de dicha Directiva establece:

«Los Estados miembros solo podrán supeditar el acceso a una actividad de servicios y su
ejercicio a un régimen de autorización cuando se reúnan las siguientes condiciones:

a)      el régimen de autorización no es discriminatorio para el prestador de que se trata;

b)      la necesidad de un régimen de autorización está justificada por una razón imperiosa de
interés general;

c)      el objetivo perseguido no se puede conseguir mediante una medida menos restrictiva,
en concreto porque un control a posteriori se produciría demasiado tarde para ser
realmente eficaz.»

6        El artículo 14 de la misma Directiva dispone:

«Los Estados miembros no supeditarán el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio
en sus respectivos territorios al cumplimiento de los siguientes requisitos:

[…]

(5)            aplicación, caso por caso, de una prueba económica consistente en supeditar la
concesión de la autorización a que se demuestre la existencia de una necesidad
económica o de una demanda en el mercado, a que se evalúen los efectos económicos,
posibles o reales, de la actividad o a que se haga una apreciación de si la actividad se
ajusta a los objetivos de programación económica fijados por la autoridad competente;
esta prohibición no afectará a los requisitos de planificación que no sean de naturaleza
económica, sino que defiendan razones imperiosas de interés general;

[…]».

7        A tenor del artículo 15, apartado 2, de la Directiva de servicios:

«Los Estados miembros examinarán si sus respectivos ordenamientos jurídicos supeditan el
acceso a una actividad de servicios o su ejercicio al cumplimiento de los siguientes requisitos
no discriminatorios:

a)            límites cuantitativos o territoriales y, concretamente, límites fijados en función de la
población o de una distancia geográfica mínima entre prestadores;



[…]».

8        El artículo 16, apartado 1, párrafo tercero, de esta Directiva dispone lo siguiente:

«Los Estados miembros no supeditarán el acceso a una actividad de servicios o su ejercicio
en sus respectivos territorios a requisitos que no respeten los principios siguientes:

[…]

b)            necesidad: el requisito deberá estar justificado por razones de orden público, de
seguridad pública, de salud pública o de protección del medio ambiente;

c)      proporcionalidad: el requisito deberá ser el adecuado para conseguir el objetivo que se
persigue y no ir más allá de lo necesario para conseguirlo.»

 Directiva 2008/118

9             Los considerandos 2, 15 y 16 de la Directiva 2008/118, que fue derogada, con efectos a
partir del 13 de febrero de 2023, por la Directiva (UE) 2020/262 del Consejo, de 19 de
diciembre de 2019, por la que se establece el régimen general de los impuestos especiales
(DO 2020, L 58, p. 4), enunciaban:

«(2)      Las condiciones para gravar con impuestos especiales los productos regulados por la
Directiva 92/12/CEE [del Consejo, de 25 de febrero de 1992, relativa al régimen
general, tenencia, circulación y controles de los productos objeto de impuestos
especiales (DO 1992, L 76, p. 1),] (en lo sucesivo, “los productos sujetos a impuestos
especiales”) han de mantenerse armonizadas a fin de garantizar el adecuado
funcionamiento del mercado interior.

[…]

(15)      Habida cuenta de la necesidad de realizar controles en las unidades de producción y
de almacenamiento al objeto de garantizar el cobro de la deuda tributaria, es preciso
mantener un sistema de depósitos sujetos a autorización de las autoridades
competentes, con el fin de facilitar dichos controles.

(16)            Es asimismo necesario establecer los requisitos que deberán satisfacer los
depositarios autorizados y los operadores que no tengan la condición de depositario
autorizado.»

10      El artículo 4 de la Directiva 2008/118 disponía lo siguiente:

«A los efectos de la presente Directiva y sus disposiciones de aplicación, se entenderá por:

[…]

11.      “depósito fiscal”: todo lugar en el que un depositario autorizado produzca, transforme,
almacene, reciba o envíe, en el ejercicio de su profesión, mercancías sujetas a



impuestos especiales en régimen suspensivo bajo determinadas condiciones fijadas por
las autoridades competentes del Estado miembro en el que esté situado dicho depósito
fiscal.»

11      Con arreglo al artículo 10 de esa Directiva:

«1.      En caso de que, durante la circulación de productos sujetos a impuestos especiales
en régimen suspensivo, se produzca una irregularidad que dé lugar a su despacho a
consumo con arreglo al artículo 7, apartado 2, letra a), el despacho a consumo se efectuará
en el Estado miembro en que se haya producido la irregularidad.

2.      En caso de que, durante la circulación de productos sujetos a impuestos especiales en
régimen suspensivo, se produzca una irregularidad que dé lugar a su despacho a consumo
con arreglo al artículo 7, apartado 2, letra  a), y no sea posible determinar dónde se ha
producido la irregularidad, se considerará que se ha producido en el Estado miembro y en el
momento en que se haya observado.

[…]»

12      El artículo 15 de la citada Directiva establecía lo siguiente:

«1.           Los Estados miembros establecerán su propia normativa en materia de fabricación,
transformación y tenencia de productos sujetos a impuestos especiales, sin perjuicio de lo
dispuesto en la presente Directiva.

2.      La fabricación, transformación y tenencia de productos sujetos a impuestos especiales
en régimen suspensivo se realizarán en un depósito fiscal.»

13      El artículo 16 de la Directiva 2008/118 estaba redactado en los siguientes términos:

«1.      La apertura y explotación de un depósito fiscal por un depositario autorizado estarán
supeditadas a la autorización de las autoridades competentes del Estado miembro donde
esté situado el depósito.

La autorización estará supeditada a los requisitos que tienen derecho a determinar las
autoridades a efectos de impedir cualquier posible fraude o abuso.

2.      El depositario autorizado deberá:

a)            prestar, si procede, una garantía que cubra el riesgo inherente a la fabricación,
transformación y tenencia de productos sujetos a impuestos especiales;

[…]».

14      El artículo 18, apartado 1, de la misma Directiva preveía:

«Las autoridades competentes del Estado miembro de expedición exigirán, en las
condiciones que establezcan, que los riesgos inherentes a la circulación en régimen



suspensivo de impuestos especiales estén cubiertos por una garantía prestada por el
depositario autorizado de expedición o el expedidor registrado.»

 Derecho italiano

15            El artículo 1, apartado 2, letra  e), del Decreto Legislativo n.º  504 — Testo unico delle
disposizioni legislative concernenti le imposte sulla produzione e sui consumi e relative
sanzioni penali e amministrative (Decreto Legislativo n.º 504, por el que se aprueba el texto
refundido de las disposiciones legales relativas a los impuestos sobre la producción y el
consumo y a las sanciones penales y administrativas en la materia), de 26 de octubre de
1995 (GURI n.º  279, de 29 de noviembre de 1995, suplemento ordinario n.º  143) (en lo
sucesivo, «Decreto Legislativo n.º  504/1995»), en su versión aplicable al litigio principal,
define el depósito fiscal como la instalación en la que se produzcan, transformen, almacenen,
reciban o desde la que se envíen productos sujetos a impuestos especiales en régimen
suspensivo, en las condiciones establecidas por la Administración tributaria.

16      A tenor del artículo 23, apartados 1, 3, 4 y 12, de ese Decreto Legislativo:

«1.      Se autorizará el régimen de depósito fiscal:

a)      para las refinerías y las demás instalaciones de producción en las que se obtengan los
productos energéticos a que se refiere el artículo 21, apartado 2, o los productos
energéticos a que se refiere el artículo 21, apartado 3, cuando se destinen a la
carburación y la combustión, así como los productos sujetos a impuestos especiales en
el sentido del artículo 21, apartados 4 y 5;

b)      para las instalaciones petroquímicas.

[…]

3.            La gestión en régimen de depósito fiscal se podrá autorizar, cuando existan
necesidades reales operativas y de aprovisionamiento de la instalación, a depósitos
comerciales de gas licuado de petróleo con capacidad mínima de 400  metros cúbicos y a
depósitos comerciales de otros productos energéticos con capacidad mínima de
10 000 metros cúbicos.

4.      Asimismo, la gestión en régimen de depósito fiscal se podrá autorizar, en particular, a
depósitos comerciales de gas licuado de petróleo con capacidad inferior a 400  metros
cúbicos y a depósitos comerciales de otros productos energéticos con capacidad inferior a
10 000 metros cúbicos cuando, además de los requisitos establecidos en el apartado 3, se
cumplan, al menos, alguna de las siguientes condiciones:

a)            que el depósito suministre productos exentos del pago de impuestos especiales o
sujetos a un tipo reducido, o desde él se transfieran productos energéticos en régimen
suspensivo a Estados miembros de la Unión Europea o se realicen exportaciones a
países no pertenecientes a la Unión Europea, en una cantidad total de, como mínimo, el
30 por ciento del total de las extracciones habidas en un bienio;



b)           que el depósito sea un anexo de un depósito fiscal ubicado en las inmediaciones y
pertenezca al mismo grupo de sociedades o, si pertenece a terceros, opere de forma
permanente al servicio del citado depósito.»

[…]

12.            La [ADM] comprobará que siguen cumpliéndose las condiciones previstas en el
apartado 4 y, si no pueden considerarse cumplidas, la autorización a que se refiere dicho
apartado quedará suspendida hasta que se demuestre que han sido restablecidas en el
plazo de un año, transcurrido el cual será revocada. […]»

17      La circular n.º 14/D de la ADM, de 4 de diciembre de 2017, contiene directrices de desarrollo
del Decreto Legislativo n.º 504/1995.

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

18            Centro Petroli Roma lleva a cabo actividades de fabricación, transformación y
comercialización de productos energéticos, así como de asistencia, en materia fiscal, a
instalaciones tecnológicas de uso civil e industrial.

19      El 17 de febrero de 2016, obtuvo una licencia para la explotación de un depósito comercial
en régimen de depósito fiscal.

20      Mediante la Decisión n.º 13042/RU, de 25 de febrero de 2020 (en lo sucesivo, «decisión de
suspensión»), la ADM suspendió dicha licencia debido al incumplimiento de los requisitos
establecidos en el artículo 23, apartado 4, del Decreto Legislativo n.º 504/1995, a saber, los
requisitos relativos a la necesidad operativa de abastecimiento de la instalación y a la
cantidad mínima de productos sujetos a un impuesto especial a tipo reducido durante el
período de dos años contemplado en la citada disposición.

21           Centro Petroli Roma interpuso un recurso de anulación contra dicha decisión y contra la
Circular n.º  14/D de la ADM, de 4 de diciembre de 2017, ante el Tribunale amministrativo
regionale per il Lazio (Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo del Lacio, Italia).

22            Mediante sentencia de 16 de febrero de 2021, dicho órgano jurisdiccional desestimó el
recurso.

23            Centro Petroli Roma apeló la referida sentencia ante el Consiglio di Stato (Consejo de
Estado, Italia), que es el órgano jurisdiccional remitente.

24            Esta sociedad invocaba, en particular, la incompatibilidad del artículo 23 del Decreto
Legislativo n.º 504/1995 con la Directiva de servicios y la Directiva 2008/118, así como con
las normas del Tratado FUE que protegen la libre competencia. En consecuencia, solicitó que
no se aplicara el artículo 23, apartados 3 y 4, de dicho Decreto Legislativo y, con carácter
subsidiario, que se planteara una petición de decisión prejudicial al Tribunal de Justicia.



25      Mediante resolución de 14 de septiembre de 2021, el órgano jurisdiccional remitente decidió
suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia una primera petición de decisión
prejudicial.

26      En la citada resolución, el órgano jurisdiccional remitente señalaba, en primer término, que,
aun considerando que la normativa nacional controvertida en el litigio del que conocía era
compatible con el Derecho de la Unión, estimaba necesario, mediante una primera cuestión
prejudicial, solicitar al Tribunal de Justicia precisiones, en esencia, sobre los criterios de
aplicación de la teoría del «acto claro», según la cual un órgano jurisdiccional nacional cuyas
decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial está exento de su obligación de
remisión prejudicial cuando la interpretación correcta del Derecho de la Unión se impone con
tal evidencia que no deja lugar a ninguna duda razonable.

27           En particular, el órgano jurisdiccional remitente albergaba dudas acerca de si un órgano
jurisdiccional nacional que resuelve en última instancia está obligado a demostrar de manera
pormenorizada que los órganos jurisdiccionales de última instancia de los demás Estados
miembros y el Tribunal de Justicia efectuarían la misma interpretación del Derecho de la
Unión.

28            En segundo término, el órgano jurisdiccional remitente indicaba que, en virtud de las
disposiciones que regulan la responsabilidad civil de los tribunales supremos italianos, puede
generarse la responsabilidad de los magistrados que integran el órgano jurisdiccional que
resuelve en última instancia en caso de incumplimiento de la obligación de remisión
prejudicial, sobre la base del artículo 2, apartado 3 bis, de la legge n. 117 — Risarcimento dei
danni cagionati nell’esercizio delle funzioni giudiziarie e responsabilità civile dei magistrati
(Ley n.º  117, sobre la reparación de los daños causados en el ejercicio de las funciones
jurisdiccionales y la responsabilidad civil de los magistrados), de 13 de abril de 1988 (GURI
n.º 88, de 15 de abril de 1988, p. 3), en su versión aplicable al litigio principal (en lo sucesivo,
«Ley n.º  117/1988»). Según el tribunal remitente, esta disposición establece que, para
determinar los casos de infracción manifiesta del Derecho de la Unión por un acto o una
medida, procede tener en cuenta, en particular, el incumplimiento de la obligación de
remisión prejudicial y el hecho de que el acto o la medida en cuestión sea contrario a la
interpretación dada por el Tribunal de Justicia.

29      El órgano jurisdiccional remitente añade que de ello resulta que, para evitar exponer a sus
miembros a una acción por daños y perjuicios, los órganos jurisdiccionales italianos que
resuelven en última instancia se ven obligados a plantear sistemáticamente peticiones de
decisión prejudicial, incluso cuando consideran que la interpretación del Derecho de la Unión
se impone con tal evidencia que no deja lugar a ninguna duda razonable.

30      Al albergar dudas sobre la compatibilidad de ese régimen de responsabilidad de los jueces
con el Derecho de la Unión, el órgano jurisdiccional remitente también planteó al Tribunal de
Justicia la cuestión de si el artículo 267 TFUE, a la luz de los principios de independencia
judicial y de duración razonable del procedimiento, debe interpretarse en el sentido de que se



opone a que un órgano jurisdiccional supremo nacional que ha desestimado una solicitud de
remisión prejudicial pueda ser objeto de una acción de responsabilidad civil y disciplinaria.

31            En tercer término, para el supuesto de que el Tribunal de Justicia considerara que un
órgano jurisdiccional que resuelve en última instancia solo puede quedar exento de su
obligación de remisión prejudicial si demuestra de manera detallada que los órganos
jurisdiccionales de última instancia de los demás Estados miembros y el Tribunal de Justicia
efectuarían la misma interpretación del Derecho de la Unión, el órgano jurisdiccional
remitente planteó al Tribunal de Justicia una cuestión prejudicial relativa a la interpretación de
las Directivas de servicios y 2008/118, así como de los artículos 101  TFUE a 106  TFUE,
sugerida por la demandante en el asunto del que conocía el órgano jurisdiccional remitente.

32            Mediante auto de 15 de diciembre de 2022, Centro Petroli Roma (C‑597/21,
EU:C:2022:1010), el Tribunal de Justicia declaró, en respuesta a la primera cuestión
prejudicial, que el artículo 267  TFUE debe interpretarse en el sentido de que un órgano
jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de
Derecho interno puede abstenerse de plantear al Tribunal de Justicia una cuestión de
interpretación del Derecho de la Unión y resolverla bajo su propia responsabilidad cuando la
interpretación correcta del Derecho de la Unión es tan evidente que no deja lugar a ninguna
duda razonable, debiendo evaluarse la existencia de tal posibilidad en función de las
características propias del Derecho de la Unión, de las dificultades concretas que presente
su interpretación y del riesgo de divergencias jurisprudenciales dentro de la Unión.

33      A este respecto, el Tribunal de Justicia precisó que dicho órgano jurisdiccional nacional no
está obligado a probar de manera circunstanciada que los demás órganos jurisdiccionales de
última instancia de los Estados miembros y el Tribunal de Justicia procederían a la misma
interpretación del Derecho de la Unión, pero debe haber llegado a la convicción, tras una
apreciación que tenga en cuenta estos elementos, de que la misma evidencia se impondría
también a esos otros órganos jurisdiccionales y al Tribunal de Justicia.

34           En los apartados 63 a 65 de ese auto, el Tribunal de Justicia consideró que la segunda
cuestión prejudicial, mencionada en el apartado 30 de la presente sentencia, era
manifiestamente inadmisible, puesto que resultaba evidente que no tenía relación alguna con
el objeto del litigio del que conocía el órgano jurisdiccional remitente.

35            En el apartado 66 de dicho auto, el Tribunal de Justicia señaló que la tercera cuestión
prejudicial, mencionada en el apartado 31 de la presente sentencia, solo se planteaba en
caso de respuesta afirmativa a la primera cuestión y dedujo de ello, a la vista de la respuesta
dada a esta, que no procedía responder a esta tercera cuestión.

36      A raíz de ese mismo auto, el órgano jurisdiccional remitente, que señala que la demandante
en el litigio del que conoce reiteró su solicitud de remisión prejudicial, considera que persisten
algunos motivos que le han llevado a preguntar al Tribunal de Justicia si el Derecho de la
Unión se opone a una disposición nacional como el artículo 23 del Decreto Legislativo
n.º 504/1995.



37      Además, en lo que atañe a la cuestión relativa al régimen de responsabilidad de los jueces
establecido por la Ley n.º  117/1988, el citado órgano jurisdiccional considera oportuno
someter la solución que pretende dar a esta cuestión a la eventual apreciación del Tribunal
de Justicia, a fin de que este dé una respuesta, aunque sea con carácter incidental. El
órgano jurisdiccional remitente subraya, a tal efecto, que una respuesta a dicha cuestión le
parece esencial para garantizar el buen funcionamiento del sistema de cooperación entre los
órganos jurisdiccionales nacionales y el Tribunal de Justicia, que materializa el mecanismo
de remisión prejudicial.

38      A este respecto, ese órgano jurisdiccional señala que los datos estadísticos revelan que el
número de remisiones prejudiciales que efectúa es, desde siempre, más elevado que el de
las remisiones efectuadas por los tribunales supremos de lo contencioso-administrativo de
los demás Estados miembros y acreditan una forma de automatismo en su práctica de
remisión prejudicial, incluso en presencia de un «acto claro».

39           En opinión del órgano jurisdiccional remitente, esta situación resulta, en parte, de la Ley
n.º 117/1988, que, al establecer que, para apreciar la responsabilidad de los jueces en caso
de infracción manifiesta del Derecho de la Unión por parte de estos, debe tenerse en cuenta
el incumplimiento de la obligación de remisión prejudicial, puede influir en esos jueces,
incitándolos, con el fin de protegerse contra el riesgo de una eventual acción de
responsabilidad, a formular cuestiones prejudiciales, aun cuando estas sean manifiestamente
inadmisibles.

40            El órgano jurisdiccional remitente considera que la sentencia de 6 de octubre de 2021,
Consorzio Italian Management y Catania Multiservizi (C‑561/19, EU:C:2021:799), proporciona
elementos de interpretación útiles para apreciar la compatibilidad de este régimen de
responsabilidad de los jueces con el Derecho de la Unión. Afirma que en dicha sentencia se
recordó que la remisión prejudicial constituye un instrumento de cooperación entre jueces y
no una vía de recurso abierta a las partes, que no pueden privar a los órganos
jurisdiccionales nacionales de su independencia, obligándoles a plantear una petición de
decisión prejudicial. Añade que, sin embargo, esta circunstancia no excluye la obligación de
los órganos jurisdiccionales nacionales que resuelven en última instancia de examinar la
solicitud de remisión prejudicial presentada por esas partes con la debida atención y la de
exponer las circunstancias que permiten no proceder a tal remisión, motivando su decisión al
respecto.

41       Según el órgano jurisdiccional remitente, en la medida en que de dicha sentencia y de la
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos se desprende que basta con que
la denegación de plantear una cuestión prejudicial esté motivada para que no pueda
declararse la existencia de una infracción del Derecho de la Unión, la Ley n.º 117/1988 podría
interpretarse en el sentido de que solo debe generarse la responsabilidad de los jueces por
no plantear una petición de decisión prejudicial en caso de incumplimiento de la obligación de
motivar tal denegación. Añade que la solución contraria, que consistiría en permitir que
pudiera generarse la responsabilidad civil de los jueces que resuelven en última instancia por
no haber planteado automáticamente una petición de decisión prejudicial al Tribunal de



Justicia después de que una de las partes del litigio hubiera propuesto una cuestión
prejudicial, resultaría incompatible con el Derecho de la Unión y podría privar a los órganos
jurisdiccionales nacionales de su independencia.

42      Por lo que respecta a la cuestión de fondo relativa a la compatibilidad con el Derecho de la
Unión de la normativa nacional objeto del litigio de que conoce, el órgano jurisdiccional
remitente expone que, en su opinión, el Decreto Legislativo n.º  504/1995 no infringe ni la
Directiva de servicios ni los artículos 101 TFUE a 106 TFUE. En su opinión, el régimen de
depósito fiscal, en la medida en que solo permite a las empresas recibir, almacenar y
trasladar productos energéticos en régimen suspensivo de impuestos especiales, constituye
principalmente una ventaja fiscal. Considera que, al no operar este régimen en el plano
«comercial», no afecta a la libre prestación de servicios. Por otra parte, añade que la
Directiva de servicios no regula los aspectos fiscales de las prestaciones de servicios.

43            El órgano jurisdiccional remitente estima que esta normativa nacional tampoco resulta
contraria a la Directiva 2008/118, puesto que establece criterios objetivos y tiene por objeto
prevenir el fraude y los abusos. Afirma que el riesgo de que la empresa beneficiaria del
régimen de depósito fiscal no ejerza efectivamente una actividad económica y utilice el
depósito como mera argucia para eludir el pago de los impuestos especiales sería menor si
este tuviera un gran tamaño operativo.

44           En estas circunstancias, el Consiglio di Stato (Consejo de Estado) decidió suspender el
procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Se opone la correcta interpretación de los artículos 101 TFUE a 106 TFUE, así como
del marco normativo establecido en [la Directiva de servicios y la Directiva 2008/118], a
una norma nacional, como la que se deduce del artículo 23, apartado 3, del [Decreto
Legislativo n.º 504/1995], que dispone que […] la gestión en régimen de depósito fiscal
se podrá autorizar, cuando existan necesidades reales operativas y de
aprovisionamiento de la instalación, a depósitos comerciales de gas licuado de petróleo
con capacidad mínima de 400  metros cúbicos y a depósitos comerciales de otros
productos energéticos con capacidad mínima de 10 000 metros cúbicos […]?

2)      ¿Se opone la correcta interpretación de los artículos 101 TFUE a 106 TFUE, así como
del marco normativo establecido en [la Directiva de servicios y la Directiva 2008/118], a
una norma nacional, como la que se deduce del artículo 23, apartado 4, letras a) y b),
del Decreto Legislativo n.º 504[/1995] […], que dispone que la gestión en régimen de
depósito fiscal se podrá autorizar, en particular, a depósitos comerciales de gas licuado
de petróleo con capacidad inferior a 400 metros cúbicos y a depósitos comerciales de
otros productos energéticos con capacidad inferior a 10  000  metros cúbicos cuando,
además de los requisitos establecidos en el apartado 3 [de ese artículo], se cumplan, al
menos, alguna de las siguientes condiciones:

–        que el depósito suministre productos exentos del pago de impuestos especiales o
sujetos a un tipo reducido, o desde él se transfieran productos energéticos en



régimen suspensivo a Estados miembros de la Unión Europea o se realicen
exportaciones a países no pertenecientes a la Unión Europea, en una cantidad
total de, como mínimo, el 30 por ciento del total de las extracciones habidas en un
bienio;

–        que el depósito sea un anexo de un depósito fiscal ubicado en las inmediaciones
y pertenezca al mismo grupo de sociedades o, si pertenece a terceros, opere de
forma permanente al servicio del citado depósito?

3)      ¿Se oponen la correcta interpretación y aplicación del principio de proporcionalidad, en
relación con los artículos 101 TFUE a 106 TFUE y el marco normativo establecido en [la
Directiva de servicios y la Directiva 2008/118] y, en particular, en los artículos 9, 14,
punto 5, y 15, apartado 2, de la [Directiva de servicios], a medidas regulatorias
(circulares, reglamentos u otras) adoptadas por una autoridad nacional para aclarar y
completar las citadas condiciones establecidas en el artículo 23, apartado 4, letras a)
y b), del Decreto Legislativo n.º 504[/1995] […]?»

 Sobre la admisibilidad

 Sobre la admisibilidad de la petición de decisión prejudicial en su totalidad

45            El Gobierno italiano alega la inadmisibilidad de la petición de decisión prejudicial en su
totalidad debido a que el órgano jurisdiccional remitente no alberga ninguna duda razonable
en cuanto a la interpretación del Derecho de la Unión y está convencido de la compatibilidad
de la normativa nacional controvertida en el litigio principal con ese Derecho.

46           No obstante, procede señalar que, a diferencia de lo que sostiene ese Gobierno, dicho
órgano jurisdiccional estima que subsiste una «duda razonable» en cuanto a la interpretación
de disposiciones del Derecho de la Unión en relación con la normativa nacional controvertida
en el litigio principal, aun cuando esa «duda razonable» se inscriba en un contexto en el que
el órgano jurisdiccional remitente justifica la remisión prejudicial al Tribunal de Justicia
principalmente por el hecho de que teme que la demandante en el litigio principal suscite la
cuestión de la responsabilidad personal de los jueces que la componen, sobre la base del
artículo 2, apartado 3  bis, de la Ley n.º  117/1988, en el supuesto de que ese órgano
jurisdiccional deniegue la solicitud de remisión prejudicial presentada ante él por esa
demandante.

47      En este contexto particular, resulta útil recordar, con carácter previo, que el establecimiento
de un régimen de responsabilidad de los jueces por los perjuicios ocasionados por los
errores judiciales que cometan o de un régimen de responsabilidad disciplinaria de los jueces
forma parte del ámbito de la organización de la justicia y, por tanto, es competencia de los
Estados miembros, siempre que se respete el Derecho de la Unión y, por ende, las
exigencias que de él se derivan, en particular la independencia de los órganos
jurisdiccionales que deban resolver sobre cuestiones relativas a la aplicación o la
interpretación de ese Derecho, con el fin de garantizar a los justiciables la tutela judicial



efectiva que exige el artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo segundo [véanse, en ese sentido,
las sentencias de 18 de mayo de 2021, Asociaţia Forumul Judecătorilor din România y otros,
C‑83/19, C‑127/19, C‑195/19, C‑291/19, C‑355/19 y C‑397/19, EU:C:2021:393, apartados
229 y 230, y de 15 de julio de 2021, Comisión/Polonia (Régimen disciplinario de los jueces),
C‑791/19, EU:C:2021:596, apartado 136].

48      Pues bien, el reconocimiento de un principio de responsabilidad personal de los jueces por
las resoluciones judiciales genera un riesgo de injerencia en su independencia, pues puede
influir en el proceso de toma de decisiones de quienes tienen la misión de juzgar (véase, en
ese sentido, la sentencia de 18 de mayo de 2021, Asociația Forumul Judecătorilor din
România y otros, C‑83/19, C‑127/19, C‑195/19, C‑291/19, C‑355/19 y C‑397/19,
EU:C:2021:393, apartado 232).

49            Para preservar esta independencia, es preciso que esta responsabilidad solo pueda
generarse en supuestos absolutamente excepcionales de conductas graves y totalmente
inexcusables por parte de los jueces, consistentes, por ejemplo, en incumplir
deliberadamente y con mala fe o por negligencias particularmente graves y groseras las
normas del Derecho nacional y del Derecho de la Unión o en actuar con arbitrariedad o
incurriendo en denegación de justicia, y que se delimite mediante criterios objetivos y
verificables, relativos a los imperativos basados en la buena administración de la justicia, así
como mediante garantías destinadas a evitar cualquier riesgo de presiones externas sobre el
contenido de las resoluciones judiciales [véanse, en este sentido, las sentencias de 21 de
diciembre de 2021, Euro Box Promotion y otros, C‑357/19, C‑379/19, C‑547/19, C‑811/19 y
C‑840/19, EU:C:2021:1034, apartados 238 y 240; de 22 de febrero de 2022, RS (Efectos de
las sentencias de un tribunal constitucional), C‑430/21, EU:C:2022:99, apartado 83, y de 5 de
junio de 2023, Comisión/Polonia (Independencia y vida privada de los jueces), C‑204/21,
EU:C:2023:442, apartados 126 y 127 y jurisprudencia citada].

50           En ese contexto, según reiterada jurisprudencia, un órgano jurisdiccional nacional cuyas
resoluciones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno solo podrá
quedar dispensado de la obligación prevista en el artículo 267 TFUE, párrafo tercero, cuando
constate que la cuestión suscitada no es pertinente, que la disposición del Derecho de la
Unión controvertida ya ha sido interpretada por el Tribunal de Justicia o que la interpretación
correcta del Derecho de la Unión es tan evidente que no deja lugar a ninguna duda razonable
(sentencias de 6 de octubre de 1982, Cilfit, 283/81, EU:C:1982:335, apartado 21, y de 6 de
octubre de 2021, Consorzio Italian Management y Catania Multiservizi, C‑561/19,
EU:C:2021:799, apartado 33 y jurisprudencia citada) (en lo sucesivo, «las tres excepciones
Cilfit»).

51      Los órganos jurisdiccionales nacionales cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior
recurso judicial de Derecho interno deben apreciar, bajo su propia responsabilidad y de
manera independiente, con toda la atención requerida, si se hallan en la obligación de
plantear al Tribunal de Justicia la cuestión de Derecho de la Unión que se haya suscitado
ante ellos o si, por el contrario, pueden quedar dispensados de esta obligación cuando



resulta aplicable una de las tres excepciones Cilfit (sentencia de 24 de marzo de 2026,
Remling, C‑767/23, EU:C:2026:243, apartado 22 y jurisprudencia citada).

52      A este respecto, del sistema instaurado por el artículo 267 TFUE, interpretado a la luz del
artículo 47, párrafo segundo, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión
Europea, se deduce que, cuando un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean
susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno considere que concurre una de
las tres excepciones Cilfit y que, por consiguiente, queda dispensado de la obligación de
plantear una cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia, conforme al artículo 267  TFUE,
párrafo tercero, la fundamentación de su resolución debe poner de manifiesto, bien que la
cuestión relativa al Derecho de la Unión que se ha planteado no es pertinente para la
solución del litigio del que conoce, bien que la interpretación de la disposición del Derecho de
la Unión de que se trate se basa en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, o bien, a falta
de tal jurisprudencia, que la interpretación del Derecho de la Unión es tan evidente para el
órgano jurisdiccional que resuelve en última instancia que no deja lugar a ninguna duda
razonable (sentencias de 6 de octubre de 2021, Consorzio Italian Management y Catania
Multiservizi, C‑561/19, EU:C:2021:799, apartado 51, y de 24 de marzo de 2026, Remling,
C‑767/23, EU:C:2026:243, apartado 23).

53            Por lo que respecta a la excepción basada en el acto claro, a la que se refiere
especialmente el órgano jurisdiccional remitente, la obligación de motivación mencionada en
el apartado anterior de la presente sentencia exige que se demuestre que la correcta
interpretación del Derecho de la Unión es tan evidente que no deja lugar a ninguna duda
razonable, por cuanto la existencia de tal eventualidad debe ser evaluada en función de las
características propias del Derecho de la Unión, de las dificultades particulares que presenta
su interpretación y del riesgo de divergencias jurisprudenciales dentro de la Unión. Un órgano
jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso debe indicar,
a la luz de estos elementos, por qué ha adquirido la convicción de que dicha interpretación
también sería igual de evidente para los demás órganos jurisdiccionales nacionales cuyas
decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso y para el Tribunal de Justicia. No
obstante, el referido órgano jurisdiccional nacional no está obligado a demostrar de manera
detallada que los demás órganos jurisdiccionales nacionales mencionados y el Tribunal de
Justicia efectuarían la misma interpretación (sentencia de 24 de marzo de 2026, Remling,
C‑767/23, EU:C:2026:243, apartado 37).

54            De ello se desprende que, en los casos totalmente excepcionales identificados por la
jurisprudencia mencionada en el apartado 49 de la presente sentencia, la responsabilidad
individual de los jueces de un órgano jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean
susceptibles de recurso, que ha cumplido la obligación de motivación descrita en el apartado
anterior de la presente sentencia, no puede generarse por el mero hecho de que dichos
jueces no hayan estimado una solicitud de remisión prejudicial que las partes les hayan
planteado.

55           En ese contexto, procede recordar que nada impide a un órgano jurisdiccional nacional
plantear al Tribunal de Justicia una cuestión prejudicial cuya respuesta no suscite ninguna



duda razonable. Así pues, aun suponiendo que este fuera el caso, la petición de decisión
prejudicial que contuviera tal cuestión no resultaría inadmisible [sentencias de 18 de junio de
2024, Bundesrepublik Deutschland (Efecto de una resolución por la que se concede el
estatuto de refugiado), C‑753/22, EU:C:2024:524, apartado 46 y jurisprudencia citada, y de 1
de agosto de 2025, Voore Mets y Lemeks Põlva, C‑784/23, EU:C:2025:609, apartado 32].

56            En cualquier caso, corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional nacional, que
conoce del litigio y que debe asumir la responsabilidad de la resolución judicial que debe
adoptarse, apreciar, a la luz de las particularidades del asunto, tanto la necesidad de una
decisión prejudicial para poder dictar sentencia como la pertinencia de las cuestiones que
plantea al Tribunal de Justicia. Por consiguiente, cuando las cuestiones planteadas se
refieren a la interpretación o a la validez de una norma del Derecho de la Unión, el Tribunal
de Justicia está, en principio, obligado a pronunciarse (véanse las sentencias de 21 de abril
de 1988, Pardini, 338/85, EU:C:1988:194, apartado 8, y de 5 de febrero de 2026, Fidenato,
C‑364/24 y C‑393/24, EU:C:2026:67, apartado 28). De ello se desprende que las cuestiones
relativas al Derecho de la Unión gozan de una presunción de pertinencia. El Tribunal de
Justicia solo puede abstenerse de pronunciarse sobre una cuestión prejudicial planteada por
un órgano jurisdiccional nacional cuando resulte evidente que la interpretación o la
apreciación de la validez de una norma del Derecho de la Unión, solicitada por el órgano
jurisdiccional nacional, no guarda relación alguna ni con la realidad ni con el objeto del litigio
principal, cuando el problema sea de naturaleza hipotética o cuando el Tribunal de Justicia no
disponga de los elementos de hecho o de Derecho necesarios para dar una respuesta útil a
las cuestiones que se le hayan planteado (véanse las sentencias de 13 de julio de 2000,
Idéal tourisme, C‑36/99, EU:C:2000:405, apartado 20, y de 5 de febrero de 2026, Fidenato,
C‑364/24 y C‑393/24, EU:C:2026:67, apartado 29).

57        Pues bien, en el caso de autos, el órgano jurisdiccional remitente ha indicado de manera
precisa las razones por las que considera que la respuesta a las cuestiones prejudiciales es
necesaria para resolver el litigio del que conoce. Por consiguiente, no resulta evidente que la
interpretación solicitada no guarde relación alguna con el objeto o la realidad del litigio
principal.

58            Por consiguiente, no puede acogerse la excepción de inadmisibilidad propuesta por el
Gobierno italiano.

 Sobre la admisibilidad de las cuestiones prejudiciales en la medida en que se refieren a
la interpretación del Derecho de la Unión en materia de competencia

59          La Comisión Europea sostiene que las cuestiones prejudiciales planteadas por el órgano
jurisdiccional remitente son inadmisibles en la medida en que se refieren a la interpretación
de los artículos 101  TFUE a 106  TFUE, respecto de los cuales el órgano jurisdiccional
remitente no ha aportado los elementos de hecho o de Derecho que indiquen la razón por la
que la normativa nacional controvertida en el litigio principal infringe las normas de la Unión
en materia de competencia.



60      Procede recordar que, según reiterada jurisprudencia, en el marco de la cooperación entre
el Tribunal de Justicia y los órganos jurisdiccionales nacionales, la necesidad de llegar a una
interpretación del Derecho de la Unión que sea útil para el juez nacional exige que este
respete escrupulosamente los requisitos relativos al contenido de la petición de decisión
prejudicial expresamente mencionados en el artículo 94 del Reglamento de Procedimiento
del Tribunal de Justicia, que se suponen conocidos por el tribunal remitente (sentencia de 19
de abril de 2018, Consorzio Italian Management y Catania Multiservizi, C‑152/17,
EU:C:2018:264, apartado 21). Por otra parte, estos requisitos se recuerdan en los puntos 13,
15 y 16 de las Recomendaciones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea a los órganos
jurisdiccionales nacionales, relativas al planteamiento de cuestiones prejudiciales (DO 2019,
C 380, p. 1), que figuran actualmente en los puntos 13, 15 y 16 de la nueva versión de las
Recomendaciones a los órganos jurisdiccionales nacionales, relativas al planteamiento de
cuestiones prejudiciales (DO C, C/2024/6008).

61      Así, es indispensable, en particular, como dispone el artículo 94, letra c), del Reglamento de
Procedimiento, que la petición de decisión prejudicial contenga la indicación de las razones
que han llevado al órgano jurisdiccional remitente a preguntarse sobre la interpretación o la
validez de determinadas disposiciones del Derecho de la Unión, así como de la relación que
a su juicio existe entre dichas disposiciones y la normativa nacional aplicable en el litigio
principal (sentencia de 19 de abril de 2018, Consorzio Italian Management y Catania
Multiservizi, C‑152/17, EU:C:2018:264, apartado 22).

62            En el caso de autos, el órgano jurisdiccional remitente solicita la interpretación de los
artículos 101 TFUE a 106 TFUE limitándose a indicar que la cuestión de la interpretación de
los principios del Derecho de la Unión en materia de competencia es pertinente y que la
decisión de suspensión podría ser ilegal en la medida en que vulneraría dichos principios. No
proporciona ninguna explicación concreta sobre la pertinencia de los artículos 101 TFUE a
106 TFUE para la resolución del litigio principal y no expone la relación que establece entre
esos artículos y la normativa nacional controvertida en el litigio principal.

63      De ello se deduce que las cuestiones prejudiciales son inadmisibles en la medida en que se
refieren a la interpretación de dichos artículos.

 Sobre la admisibilidad de la segunda cuestión prejudicial

64            El Gobierno italiano considera que la segunda cuestión prejudicial es inadmisible en la
medida en que se refiere a la conformidad del artículo 23, apartado 4, letra b), del Decreto
Legislativo n.º 504/1995 con el Derecho de la Unión. Afirma que la cuestión planteada a este
respecto no resulta necesaria para resolver el litigio principal, puesto que el órgano
jurisdiccional remitente declaró expresamente que la decisión de suspensión se había
adoptado por incumplimiento de los criterios cuantitativos establecidos en el artículo 23,
apartados 3 y 4, letra a), del Decreto Legislativo n.º 504/1995.

65      A este respecto, procede recordar que, según la reiterada jurisprudencia mencionada en el
apartado 56 de la presente sentencia, el Tribunal de Justicia solo puede abstenerse de



pronunciarse sobre una cuestión planteada por un órgano jurisdiccional nacional cuando
resulte evidente que la interpretación o la apreciación de validez de una norma del Derecho
de la Unión, solicitada por el órgano jurisdiccional remitente, no guarda relación alguna ni con
la realidad ni con el objeto del litigio principal, cuando el problema sea de naturaleza
hipotética o cuando el Tribunal de Justicia no disponga de los elementos de hecho o de
Derecho necesarios para dar una respuesta útil a las cuestiones que se le hayan planteado.

66           En el caso de autos, si bien el órgano jurisdiccional remitente indicó que la decisión de
suspensión había estado motivada por el incumplimiento, por parte de la demandante en el
litigio principal, de los criterios cuantitativos enunciados en el artículo 23, apartados 3 y 4,
letra a), del Decreto Legislativo n.º 504/1995, procede señalar que el requisito establecido en
ese artículo 23, apartado 4, letra a), y el establecido en el artículo 23, apartado 4, letra b), de
dicho Decreto Legislativo tienen carácter alternativo. Pues bien, de la petición de decisión
prejudicial no se desprende que, en virtud de las normas procesales nacionales, la
demandante en el litigio principal no esté legitimada para impugnar ante el órgano
jurisdiccional remitente la decisión de suspensión alegando que cumple el requisito
establecido en el artículo 23, apartado 4, letra b), del citado Decreto Legislativo.

67            En estas circunstancias, tomando en consideración los elementos de que dispone el
Tribunal de Justicia, no resulta evidente que la interpretación del Derecho de la Unión
solicitada en esta segunda cuestión prejudicial, en la medida en que se refiere al artículo 23,
apartado 4, letra b), del Decreto Legislativo n.º 504/1995, no guarde relación alguna con la
realidad o con el objeto del litigio principal.

68      Habida cuenta de todas las consideraciones anteriores, procede declarar la admisibilidad de
la segunda cuestión prejudicial.

 Sobre las cuestiones prejudiciales

69            Mediante sus cuestiones prejudiciales, que procede examinar conjuntamente, el órgano
jurisdiccional remitente pregunta, en esencia, si los artículos 9, apartado 1, 14, punto 5, 15,
apartado 2, letra a), y 16, apartado 1, párrafo tercero, de la Directiva de servicios y el artículo
16, apartado 1, de la Directiva 2008/118 deben interpretarse en el sentido de que se oponen
a una normativa nacional, completada, en su caso, con medidas de aplicación, que supedita
la autorización para gestionar depósitos comerciales de gas licuado de petróleo con
capacidad inferior a 400  metros cúbicos y depósitos comerciales de otros productos
energéticos con capacidad inferior a 10 000 metros cúbicos en régimen de depósito fiscal a
la existencia de «necesidades reales operativas y de aprovisionamiento de la instalación» y
al requisito alternativo de que, o bien el depósito en cuestión suministre productos exentos de
impuestos especiales o sujetos a un tipo reducido, o desde él se transfieran productos
energéticos en régimen suspensivo a los Estados miembros o se realicen exportaciones a
terceros países, en una cantidad de, como mínimo, el 30  % del total de las extracciones
habidas en un bienio, o bien que el depósito sea un anexo de un depósito fiscal ubicado en



las inmediaciones y pertenezca al mismo grupo de sociedades o, si pertenece a otro
propietario, opere de forma permanente al servicio de ese otro depósito fiscal.

70      Dado que el órgano jurisdiccional remitente se ha referido en sus cuestiones prejudiciales
tanto a la Directiva de servicios como a la Directiva 2008/118, procede señalar, con carácter
preliminar, que solo la segunda de estas dos Directivas es aplicable al litigio principal.

71      En efecto, de conformidad con el artículo 2, apartado 3, de la Directiva de servicios, esta no
se aplicará a la fiscalidad. Como se desprende del considerando 29 de esta Directiva, esta
exclusión se explica por el hecho de que el Tratado FUE prevé bases jurídicas específicas en
materia fiscal y que, dados los instrumentos del Derecho de la Unión ya adoptados en esta
materia, procede excluir la fiscalidad del ámbito de aplicación de esa Directiva (véase, en ese
sentido, la sentencia de 22 de diciembre de 2022, Airbnb Ireland y Airbnb Payments UK,
C‑83/21, EU:C:2022:1018, apartado 27).

72           En el caso de autos, consta que la normativa nacional controvertida en el litigio principal
establece las condiciones en las que la ADM puede autorizar la gestión de un depósito en
régimen suspensivo de impuestos especiales. Por tanto, esa normativa transpone el artículo
16, apartado 1, de la Directiva 2008/118, que dispone que la apertura y la explotación de un
depósito fiscal por un depositario autorizado estarán supeditadas a la autorización de las
autoridades competentes del Estado miembro donde este situado el depósito. Pues bien,
debe recordarse que esta Directiva se adoptó sobre la base del artículo 93 CE, actualmente
artículo 113  TFUE. Esta primera disposición, que figuraba en el capítulo 2, titulado
«Disposiciones fiscales», del título  VI del Tratado CE, confería al Consejo de la Unión
Europea la competencia para adoptar las disposiciones referentes a la armonización de las
legislaciones relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios, los impuestos sobre
consumos específicos y otros impuestos indirectos, en la medida en que dicha armonización
fuera necesaria para garantizar el establecimiento y el funcionamiento del mercado interior.

73      Como la normativa nacional controvertida en el litigio principal pertenece, en consecuencia,
a la materia fiscal, de ello se deduce que la Directiva de servicios no es aplicable al litigio
principal, de modo que no procede pronunciarse sobre la interpretación de las disposiciones
de dicha Directiva mencionadas por el órgano jurisdiccional remitente.

74            Por lo tanto, procede examinar las cuestiones prejudiciales únicamente a la luz de la
Directiva 2008/118.

75      Conforme al artículo 15, apartado 1, de esa Directiva, los Estados miembros establecerán
su propia normativa en materia de fabricación, transformación y tenencia de productos
sujetos a impuestos especiales, sin perjuicio de las disposiciones de la citada Directiva. El
apartado 2 de dicho artículo 15 indica, además, que la fabricación, transformación y tenencia
de tales productos en régimen suspensivo se realizarán en un depósito fiscal.

76      Por lo que respecta al régimen de autorización y de explotación de tal depósito, el artículo
16, apartado 1, de la Directiva 2008/118 especifica, por un lado, en su párrafo primero, que la
apertura y la explotación de un depósito fiscal por un depositario autorizado estarán



supeditadas a la autorización de las autoridades competentes del Estado miembro donde
esté situado el depósito y, por otro lado, en su párrafo segundo, que esa autorización estará
supeditada «a los requisitos que tienen derecho a determinar las autoridades a efectos de
impedir cualquier posible fraude o abuso».

77           A este último respecto, de reiterada jurisprudencia se desprende que, en el ámbito de
aplicación de la Directiva 2008/118, que tiene por objeto establecer un régimen general
armonizado de los impuestos especiales, con carácter general, la prevención del fraude y de
los abusos constituye un objetivo común tanto del Derecho de la Unión como de los
ordenamientos de los Estados miembros. En efecto, por un lado, estos últimos tienen un
interés legítimo en adoptar las medidas apropiadas para proteger sus intereses financieros y,
por otro lado, la lucha contra el fraude, la evasión fiscal y los eventuales abusos es un
objetivo promovido por dicha Directiva, como confirman los considerandos 15 y 16 y el
artículo 16 de esta (véanse, en ese sentido, las sentencias de 29 de junio de 2017,
Comisión/Portugal, C‑126/15, EU:C:2017:504, apartado 59, y de 14 de septiembre de 2023,
Vinal, C‑820/21, EU:C:2023:667, apartado 31 y jurisprudencia citada).

78      Por lo tanto, de las disposiciones de la Directiva 2008/118 mencionadas en los apartados 75
y 76 de la presente sentencia se desprende que la competencia para autorizar la apertura y
la explotación de un depósito fiscal y para fijar las condiciones de explotación de ese
depósito corresponde a las autoridades competentes del Estado miembro en el que esté
situado dicho depósito y que esta competencia se ejerce sin otra limitación que la prevista en
el artículo 16, apartado 1, párrafo segundo, de la Directiva 2008/118, relativa al logro del
objetivo de prevención del fraude y de los abusos.

79            En el marco del régimen general de los impuestos especiales, la importancia de este
objetivo se pone de relieve en el considerando 15 de la Directiva 2008/118, que menciona
expresamente que el régimen de depósito fiscal está destinado a «facilitar [l]os controles»
para garantizar el cobro de la deuda tributaria, y en las disposiciones de esta Directiva
destinadas a prevenir posibles irregularidades y sus consecuencias financieras, así como a
sancionar esas irregularidades. Así, entre estas disposiciones, los artículos 16, apartado 2,
letra a), y 18, apartado 1, de dicha Directiva exigen la prestación de una garantía para cubrir
el riesgo inherente a la fabricación, transformación y tenencia de los productos sujetos a
impuestos especiales, así como a la circulación de estos productos en régimen suspensivo,
mientras que el artículo 10 de la misma Directiva determina las consecuencias de una
irregularidad producida durante la circulación de productos en régimen suspensivo.

80      Por consiguiente, la Directiva 2008/118, y, en particular, su artículo 16, apartado 1, deja a
los Estados miembros un margen de apreciación para determinar las condiciones de
autorización y explotación de un depósito fiscal, siempre que las medidas que adopten
tengan como objetivo la prevención del fraude y de los abusos.

81      No obstante, como señaló el Abogado General, en esencia, en los puntos 99 y 100 de sus
conclusiones, los Estados miembros deben respetar, en el ejercicio de las facultades que les
confiere la Directiva 2008/118, no solo el efecto útil de esta Directiva, que, como precisa en



particular su considerando 2, tiene por objeto garantizar el buen funcionamiento del mercado
interior armonizando las condiciones de percepción de los impuestos especiales sobre los
productos, sino también los principios generales del Derecho de la Unión, entre los que
figura, en particular, el principio de proporcionalidad.

82      Este principio impone a los Estados miembros recurrir a medios que, al tiempo que permitan
alcanzar eficazmente el objetivo perseguido por el Derecho interno, no vayan más allá de lo
necesario y causen el menor menoscabo a los demás objetivos y a los principios
establecidos por la legislación de la Unión de que se trate. A este respecto, la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia precisa que, cuando se ofrezca una alternativa entre varias medidas
adecuadas, debe recurrirse a la menos onerosa y que las desventajas ocasionadas no deben
ser desproporcionadas con respecto a los objetivos perseguidos (sentencia de 29 de junio de
2017, Comisión/Portugal, C‑126/15, EU:C:2017:504, apartado 64 y jurisprudencia citada).

83            Si bien corresponde, en último lugar, al órgano jurisdiccional nacional, que es el único
competente para apreciar los hechos e interpretar la normativa nacional, determinar si, y en
qué medida, tal normativa cumple las exigencias derivadas de ese principio de
proporcionalidad, el Tribunal de Justicia, llamado a proporcionar una respuesta útil a dicho
órgano jurisdiccional, es competente para proporcionarle indicaciones, basadas en los autos
del litigio principal que obran ante él y en las observaciones escritas y orales que se le hayan
presentado, que permitan a ese mismo órgano jurisdiccional dictar una resolución (véase, en
ese sentido, la sentencia de 13 de noviembre de 2025, Familienstiftung, C‑142/24,
EU:C:2025:873, apartado 73 y jurisprudencia citada).

84      En el caso de autos, por lo que respecta, de entrada, al criterio relativo a la existencia de
«necesidades reales operativas y de aprovisionamiento de la instalación», previsto en el
artículo 23, apartado 3, del Decreto Legislativo n.º 504/1995, de las explicaciones facilitadas
por el Gobierno italiano en la vista se desprende que este criterio tiene por objeto comprobar
la realidad de la actividad económica ejercida en el depósito de que se trate, controlando la
efectividad de la necesidad de aprovisionamiento habida cuenta, en particular, de la situación
geográfica de dicho depósito, de su capacidad de almacenamiento y de la existencia de una
verdadera necesidad del mercado.

85           A continuación, en cuanto al umbral cuantitativo previsto en el artículo 23, apartado 4,
letra  a), de ese Decreto Legislativo, que impone un mínimo del 30  % de extracciones del
depósito en forma de suministro en régimen de exención o de aplicación de un tipo reducido
del impuesto especial, de transferencia a otro Estado miembro en régimen suspensivo de
impuestos especiales o de exportación a un país tercero, el Gobierno italiano sostuvo en sus
observaciones escritas y en la vista que es la expresión del requisito de que existan
necesidades operativas reales y que se trata de un criterio objetivo, razonable y no
discriminatorio que tiene por objeto demostrar la existencia de un vínculo funcional entre el
régimen suspensivo de impuestos especiales y el funcionamiento efectivo del depósito. De
este modo, el hecho de no alcanzar dicho umbral es un indicio de que no resulta necesario
explotar la instalación de que se trata en régimen de depósito fiscal.



86      Por último, en cuanto al criterio basado en la existencia de una relación de dependencia con
otro depósito fiscal, previsto en el artículo 23, apartado 4, letra  b), del Decreto Legislativo
n.º  504/1995, permite, según el Gobierno italiano, expedir la autorización de gestión en
régimen de depósito fiscal a un depósito que sea el «anexo» de un depósito principal que
haya demostrado a su vez su capacidad de almacenamiento, lo que garantiza un despliegue
eficaz de las actividades de control.

87            Por lo que respecta, en primer lugar, a la aptitud de una normativa nacional como la
controvertida en el litigio principal para alcanzar el objetivo que persigue, es preciso señalar
que tanto el criterio relativo a las «necesidades reales operativas y de aprovisionamiento»,
previsto en el artículo 23, apartado 3, del Decreto Legislativo n.º 504/1995, como los criterios,
alternativos, del umbral cuantitativo del 30  % de extracciones o de la relación de
dependencia entre depósitos, previstos en el artículo 23, apartado 4, letras a) y b), de dicho
Decreto Legislativo, tienen por objeto permitir a las autoridades aduaneras competentes
comprobar la realidad de la actividad económica ejercida en el depósito. Así pues, estos
criterios parecen adecuados para alcanzar el objetivo de lucha contra el fraude y los abusos
que persigue la Directiva 2008/118.

88      No obstante, procede señalar que la imprecisión relativa del criterio referente a la existencia
de «necesidades reales operativas y de aprovisionamiento de la instalación», previsto en el
artículo 23, apartado 3, del Decreto Legislativo n.º  504/1995, deja un amplio margen de
maniobra a las autoridades aduaneras. Por consiguiente, como señaló, en esencia, el
Abogado General en los puntos 104 y 105 de sus conclusiones, el órgano jurisdiccional
remitente deberá comprobar, en particular, que los elementos que dichas autoridades
tuvieron en cuenta para determinar si se cumple este criterio les permiten en realidad
denegar la autorización controvertida basándose en consideraciones distintas de las
relacionadas con la fiabilidad del depositario y la realidad económica de su actividad de
almacenamiento de productos en régimen suspensivo de impuestos especiales.

89            A este respecto, en la medida en que el Gobierno italiano indicó en la vista que la
apreciación de las necesidades de aprovisionamiento se efectuaba teniendo en cuenta, en
particular, la localización geográfica del depósito en zonas poco atendidas, corresponde, en
particular, al órgano jurisdiccional remitente comprobar que el criterio mencionado en el
apartado anterior de la presente sentencia tiene efectivamente por objeto comprobar la
realidad de la actividad operativa del depósito para el que se solicita una autorización de
gestión en régimen de depósito fiscal.

90      En segundo lugar, en lo que concierne a la necesidad de una normativa nacional como la
controvertida en el litigio principal a la luz del objetivo de la lucha contra el fraude y los
abusos, corresponderá al órgano jurisdiccional remitente comprobar si las medidas previstas
por dicha normativa se han limitado a lo estrictamente necesario y si no existen medios
menos restrictivos, pero igualmente eficaces, para alcanzar ese objetivo.

91            En tercer lugar, por lo que respecta a la proporcionalidad, en sentido estricto, de una
normativa nacional como la controvertida en el litigio principal, corresponderá al órgano



jurisdiccional remitente comprobar si esa normativa no es desproporcionada en relación con
el objetivo perseguido, habida cuenta del impacto que dicha normativa puede tener en el
acceso de los operadores al régimen de depósito fiscal, el cual, al permitir, como prevé el
artículo 15, apartado 2, de la Directiva 2008/118, la fabricación, transformación y tenencia de
productos en régimen suspensivo de impuestos especiales, contribuye a facilitar la
circulación de los productos sujetos a impuestos especiales dentro de la Unión.

92      Por lo tanto, procede responder a las cuestiones prejudiciales planteadas que el artículo 16,
apartado 1, de la Directiva 2008/118 debe interpretarse en el sentido de que no se opone a
una normativa nacional, completada, en su caso, con medidas de aplicación, que supedita la
autorización para gestionar depósitos comerciales de gas licuado de petróleo con capacidad
inferior a 400  metros cúbicos y depósitos comerciales de otros productos energéticos con
capacidad inferior a 10 000 metros cúbicos en régimen de depósito fiscal a la existencia de
«necesidades reales operativas y de aprovisionamiento de la instalación» y al requisito
alternativo de que, o bien el depósito en cuestión suministre productos exentos de impuestos
especiales o sujetos a un tipo reducido, o desde él se transfieran productos energéticos en
régimen suspensivo a los Estados miembros o se realicen exportaciones a terceros países,
en una cantidad de, como mínimo, el 30 % del total de las extracciones habidas en un bienio,
o bien que el depósito sea un anexo de un depósito fiscal ubicado en las inmediaciones y
pertenezca al mismo grupo de sociedades o, si pertenece a otro propietario, opere de forma
permanente al servicio de ese otro depósito fiscal, siempre que se respete el principio de
proporcionalidad.

 Costas

93            Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un
incidente promovido ante el órgano jurisdiccional remitente, corresponde a este resolver
sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio principal,
han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de
reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) declara:

El artículo 16, apartado 1, de la Directiva 2008/118/CE del Consejo, de 16 de
diciembre de 2008, relativa al régimen general de los impuestos especiales, y por la
que se deroga la Directiva 92/12/CEE, en su versión modificada por la Directiva (UE)
2019/475 del Consejo, de 18 de febrero de 2019,

debe interpretarse en el sentido de que

no se opone a una normativa nacional, completada, en su caso, con medidas de
aplicación, que supedita la autorización para gestionar depósitos comerciales de
gas licuado de petróleo con capacidad inferior a 400  metros cúbicos y depósitos
comerciales de otros productos energéticos con capacidad inferior a 10 000 metros



cúbicos en régimen de depósito fiscal a la existencia de «necesidades reales
operativas y de aprovisionamiento de la instalación» y al requisito alternativo de
que, o bien el depósito en cuestión suministre productos exentos de impuestos
especiales o sujetos a un tipo reducido, o desde él se transfieran productos
energéticos en régimen suspensivo a los Estados miembros o se realicen
exportaciones a terceros países, en una cantidad de, como mínimo, el 30  % del
total de las extracciones habidas en un bienio, o bien que el depósito sea un anexo
de un depósito fiscal ubicado en las inmediaciones y pertenezca al mismo grupo de
sociedades o, si pertenece a otro propietario, opere de forma permanente al
servicio de ese otro depósito fiscal, siempre que se respete el principio de
proporcionalidad.

Firmas

*      Lengua de procedimiento: italiano.

https://infocuria.curia.europa.eu/tabs/document/C/2024/C-0386-24-00000000RP-01-P-01/ARRET/322090-ES-1-html#Footref*

